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OBJETO DEL PRONUNCIAMIENTO

Aceptados los impedimentos planteados por los señores Magistrados HENRY VILLARRAGA OLIVEROS, JORGE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ, JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO, JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ y ANGELINO LIZCANO RIVERA
, y conforme la competencia que el artículo 116 de la Constitución Política, en consonancia con el artículo 86 ibídem, le otorga a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en correlación con el Decreto 1382 de 2000, se procede a resolver la impugnación formulada contra el fallo del 16 de septiembre del 2010
, mediante el cual la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío  --Conjueces--, CONCEDIÓ la tutela al derecho fundamental a la igualdad, del abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, contra la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.

HECHOS 

Contra el abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, se adelantó proceso disciplinario radicado con el número 630011102000200800171 01, iniciado en virtud de queja presentada por el señor Henry Arguello Trujillo, con ocasión del ejercicio del poder especial que le fue conferido para reclamar ante el municipio de Armenia, la homologación del cargo desempeñado y la correspondiente nivelación salarial de su poderdante.

La falta por la cual se declaró responsable disciplinariamente al actor, es la que se encuentra consagrada en el numeral 1° del artículo 54 del Decreto 196 de 1971, y su fundamento fáctico corresponde al hecho de considerarse injustificado y desproporcional el cobro de honorarios equivalentes al 35% de lo que lograra recaudar a favor de su prohijado --cuota litis-- más el 16% correspondiente al IVA, ya que no guarda correspondencia con la labor de defensa desplegada por el profesional del derecho, pues su actividad fue mínima y no se trató de un asunto complejo.

Lo anterior por cuanto el reconocimiento de los derechos se dio a partir de las decisiones tomadas motu proprio por el Ministerio de Educación Nacional, previo concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, y las reclamaciones del sindicato, más no por las gestiones desplegadas por el jurista, quien simplemente presentó un derecho de petición colectivo, luego reprodujo su contenido para cada uno de sus poderdantes, citó a los trabajadores a Asambleas y les enviaba boletines informativos.

A título de sanción, se le impuso al actor suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de un año, pues se consideró que de manera dolosa se aprovechó de la ignorancia de sus clientes, para cobrar unos honorarios desproporcionados en relación con la actividad profesional que le correspondía realizar.

Considera el actor que existe vía de hecho en las sentencias de primera y segunda instancia, a través de las cuales se resolvió el proceso disciplinario 630011102000200800171 01, pues según el precedente judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en casos idénticos al ahora investigado, se ha absuelto al mismo profesional del derecho, de ahí que considere vulnerado el principio de igualdad.

Para corroborar su petición, allegó al expediente copia de las sentencias de esta Colegiatura Disciplinaria Superior, a través de las cuales, ante idénticos supuestos fácticos, se le absolvió de la falta del artículo 54-1 del Decreto 196 de 1971.

Son estas sentencias, la proferida el 24 de marzo de 2009, dentro del proceso disciplinario número 630011102000200700182 01, aprobada según acta 28 con ponencia de quien ahora funge como ponente, y la emitida el 5 de mayo de 2009, dentro del proceso disciplinario número 630011102000200600098 01, aprobada según acta 41, con ponencia de la doctora Julia Emma Garzón de Gómez.

ACTUACIÓN PROCESAL

Dio inicio a las presentes diligencias, la acción de tutela presentada ante la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, el 9 de agosto de 2010, por el abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, a través de la cual solicitó el amparo a los derechos de igualdad, debido proceso, al trabajo y la libertad de oficio. El asunto fue remitido al Consejo Superior de la Judicatura, mediante oficio No. 6904 del 17 de agosto de 2010.

Arribadas las diligencias al Despacho del Magistrado ANGELINO LIZCANO RIVERA, en garantía del principio de la doble instancia se ordenó remitir el expediente a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío.

Mediante auto del 26 de agosto del 2010, los Magistrados María Isbelia Fonseca González y Antonio Suárez Niño, se declararon impedidos para conocer de la acción de tutela y lo propio hicieron los conjueces Fanny Moya de Serrano y Juan Manuel Gómez Tobón, mediante autos del 2 y 3 de septiembre de esa anualidad, respectivamente. Tales manifestaciones de impedimento fueron aceptadas en providencia del 6 de septiembre de ese mismo año.

Surtido el trámite anterior, a través de auto del 7 de septiembre de 2010, se avocó el conocimiento de la tutela y se ordenó notificar a las accionadas.

Respuesta de la Magistrada Julia Emma Garzón de Gómez. El 14 de septiembre de 2010, la mencionada Magistrada intervino en su condición de Presidenta de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, solicitando declarar improcedente el amparo tutelar, como quiera que en la providencia atacada, no se advierte la existencia de vía de hecho.

Lo anterior, al tener en cuenta que dicha providencia se emitió con fundamento en el material probatorio recaudado, a partir del cual se concluyó que la labor del actor no fue la que derivó en la decisión favorable a sus poderdantes.

Del fallo impugnado. Fue proferido el 16 de septiembre de 2010 por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío   --Conjueces--, en el cual resolvió conceder el amparo al derecho de igualdad deprecado por el doctor LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, al considerar que las accionadas desconocieron el precedente judicial de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, con lo cual se vulneró el derecho a la igualdad del actor:

“… el alejamiento del precedente no constituye una simple irregularidad insustancial, por el contrario, se trata de un evidente y serio error que constituye y se encuadra dentro de las causales de procedibilidad reconocidas por la jurisprudencia nacional, pues, como ya se explicó, no medió motivación o argumentación lógico-jurídica alguna que justificase la desatención al referido precedente.”
De la impugnación. Inconforme con el anterior fallo, la doctora Julia Emma Garzón de Gómez, en su condición de Presidenta de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura lo impugnó.

Solicitó la impugnante se revocara el fallo de primera instancia, por cuanto en éste no se realizó un estudio de las circunstancias fácticas de los expedientes que sustentaron la acción disciplinaria, los aspectos procesales, o los elementos probatorios de las actuaciones, pues ese análisis se requería a efectos de establecer si se trataba de asuntos disciplinarios similares o idénticos.

En tal virtud consideró la impugnante que el fallo impugnado se encuentra fundado en falacias, inferencias y especulaciones.

Finalmente, se hicieron algunas apreciaciones respecto a la posibilidad de apartamiento del precedente judicial y del ejercicio de la autonomía funcional en la toma de decisiones judiciales.

TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA

El expediente fue recibido en el despacho del Magistrado Angelino Lizcano Rivera, quien el 8 de octubre de 2010, manifestó su impedimento para conocer de la presente acción de tutela, haciendo lo propio tanto quien funge como ponente, como los Magistrados Jorge Armando Otálora Gómez, Pedro Alonso Sanabria Buitrago, Henry Villarraga Oliveros, José Ovidio Claros y Julia Emma Garzón de Gómez.

La Sala de Conjueces, mediante providencia del 8 de febrero de la presente anualidad, aceptaron los impedimentos de los Magistrados Angelino Lizcano Rivera, Jorge Armando Otálora Gómez, Henry Villarraga Oliveros, José Ovidio Claros y Julia Emma Garzón de Gómez, y a su vez negó los manifestados por quien funge como ponente y por el doctor Pedro Alonso Sanabria Buitrago, como quiera que no suscribieron la providencia atacada con la presente acción de tutela.

El expediente fue recibido en el Despacho de la Magistrada ponente el 9 de febrero del año en curso.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Procedencia de la acción de tutela contra de providencias judiciales.

Como bien lo ha expresado la H. Corte Constitucional en reiteradas oportunidades, las providencias judiciales sólo son atacables ante la jurisdicción constitucional cuando ellas se apartan de su naturaleza y se convierten en un instrumento para la actuación arbitraria del funcionario judicial, quien desatiende el ordenamiento jurídico que gobierna sus actuaciones, desacata sus deberes constitucionales y actúa movido por su propio arbitrio, generando con ello una “(…) manifiesta desconexión entre la voluntad del ordenamiento y la del funcionario judicial (…)”, que implica la “(…) descalificación como acto judicial (…)” de la providencia respectiva
. 

Por lo tanto, esos “(…) pronunciamientos judiciales arbitrarios y caprichosos, abiertamente contrarios a la Constitución y la ley, no merecen el tratamiento de providencias, porque su ruptura con el ordenamiento jurídico es tan ostensible, y el abuso contra los indefensos ciudadanos de tal envergadura, que no se pueden considerar el desarrollo de la función jurisdiccional, sino un abuso de su ejercicio (…)”.
 En tales eventos, si esa causal genérica de procedibilidad vulnera o amenaza derechos fundamentales, la acción de tutela es procedente para proteger a la persona afectada, si ésta no cuenta con un mecanismo  judicial idóneo, o el amparo constitucional resulta indispensable para evitar un perjuicio irremediable.
 
Las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, esto es, las distintas formas de vías de hecho en que pueden incurrir los operadores judiciales, desconociendo así los derechos fundamentales de los afectados, han sido resumidas en múltiples ocasiones por la Corte Constitucional, quien ha señalado que debe estar presente al menos uno de los siguientes defectos, en forma protuberante: (i) un defecto sustantivo, “(…) que se produce cuando la decisión controvertida se funda en una norma indiscutiblemente inaplicable (…)”
, “(…) ya sea porque perdió vigencia, porque su aplicación resulta del todo inconstitucional o, porque su contenido no guarda relación de conexidad material con los presupuestos de hecho a los cuales se ha aplicado (…)”
, (ii) un defecto fáctico, “(…) que ocurre cuando resulta indudable que el juez carece de sustento probatorio suficiente para proceder a aplicar el supuesto legal en el que se sustenta la decisión (…)”
, es decir, “(…) cuando se observa que de una manera manifiesta aparece irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en la correspondiente providencia (…)”
; (iii) un defecto orgánico, que “(…) se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello (…)”
 (iv) un defecto procedimental, “(…) que aparece en aquellos eventos en los que se actuó completamente al margen del procedimiento establecido (…)”
 (v) un error inducido, (vi) una decisión sin motivación, (vii) el desconocimiento del precedente, u (viii) una violación directa de la Constitución
. 

En tal sentido, en la sentencia T-949 de 2003, la Corte Constitucional explicó: 

“(…) 10. Esta Corte en sentencias recientes
 ha redefinido dogmáticamente el concepto de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales. Esta redefinición ha operado a partir del poder de irradiación del principio de eficacia de los derechos fundamentales (art. 2 C.P.) y de una interpretación sistemática de diversas disposiciones de la Constitución (arts. 1, 2, 13, 86, 228 y 230 C.P.).  

En esta tarea se ha reemplazado el uso conceptual de la expresión “vía de hecho” por la de “causales genéricas de procedibilidad”. Lo anterior ha sido inducido por la urgencia de una comprensión diferente del procedimiento de tutela con tal de que permita "armonizar la necesidad de proteger los intereses constitucionales que involucran la autonomía de la actividad jurisdiccional y la seguridad jurídica, sin que estos valores puedan desbordar su ámbito de irradiación y cerrar las puertas a la necesidad de proteger los derechos fundamentales que pueden verse afectados eventualmente con ocasión de la actividad jurisdiccional del Estado."
  

Por lo anterior, todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos  suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución. 

Para la Corte, no se trata de una modificación sustantiva del régimen de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, implica, en cambio, una revisión sistemática de la práctica jurisprudencial de la Corte que consulta la doble necesidad de sistematización y racionalización de la actividad jurisprudencial, y de coherencia y fidelidad con los mandatos constitucionales.

De esta manera, son las causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales, definidas a lo largo de la jurisprudencia, ahora sistematizadas y que continúan siendo por regla general excepcionales, las que permiten de manera simultánea, proteger y hacer compatibles los valores de eficacia de los derechos fundamentales y de autonomía judicial, como principios fundantes e insustituibles del Estado constitucional (…)”.  

No debe perderse de vista que, como se señaló en la sentencia T-1143 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, “(…) muchos de los mencionados defectos presentes en las decisiones judiciales son una conjunción de las hipótesis mencionadas y en determinadas ocasiones es casi imposible definir los contornos entre unos y otros. A manera de ejemplo, el desconocimiento de la ley aplicable al caso concreto debido a una interpretación caprichosa (sin el fundamento argumentativo adecuado) o arbitraria (sin justificación alguna) de la normatividad, muy seguramente dará lugar a la vulneración de derechos fundamentales como consecuencia de (i) la actividad hermenéutica caprichosa del juez (defecto sustantivo) y (ii) de la denegación del derecho al acceso a  la administración de justicia que tal entendimiento de la normatividad genera (defecto procesal)”.  

Como se indicó, la aplicación de esta doctrina Constitucional, tiene un carácter eminentemente excepcional, por virtud del principio de independencia de la administración de justicia y del carácter residual de la acción de tutela. Por tal razón, las vías de hecho deben estar presentes en forma tan protuberante, y deben tener tal magnitud, que sean capaces de desvirtuar la juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento
.  

Adicionalmente, para que la acción de tutela sea procedente en estos casos, debe darse cumplimiento al mandato según el cual, ésta sólo procede en ausencia de un mecanismo alternativo de defensa judicial, o para efectos de evitar un perjuicio irremediable. En las sentencias T-639 de 2003
 y T-996 de 2003
, la Corte Constitucional resumió así los requisitos de tipo formal para la procedencia de la acción de tutela:

“(…) a) Es necesario que la persona haya agotado todos los mecanismos de defensa previstos en el proceso dentro del cual fue proferida la decisión que se pretende controvertir mediante tutela.  Con ello se pretende prevenir la intromisión indebida de una autoridad distinta de la que adelanta el proceso ordinario
, que no se alteren o sustituyan de manera fraudulenta los mecanismos de defensa diseñados por el Legislador
, y que los ciudadanos observen un mínimo de diligencia en la gestión de sus asuntos
, pues no es ésta la forma de enmendar deficiencias, errores o descuidos, ni de recuperar oportunidades vencidas al interior de un proceso judicial
.

b) Sin embargo, puede ocurrir que bajo circunstancias especialísimas, por causas extrañas y no imputables a la persona, ésta se haya visto privada de la posibilidad de utilizar los mecanismos ordinarios de defensa dentro del proceso judicial, en cuyo caso la rigidez descrita se atempera para permitir la procedencia de la acción
.   

c) Finalmente, existe la opción de acudir a la tutela contra providencias judiciales como mecanismo transitorio a fin de evitar un perjuicio irremediable.  Dicha eventualidad se configura cuando para la época de presentación del amparo aún está pendiente alguna diligencia o no han sido surtidas las correspondientes instancias, pero donde es necesaria la adopción de alguna medida de protección, en cuyo caso el juez constitucional solamente podrá intervenir de manera provisional. (…)”.
Como puede verse, el desconocimiento por el juez de las pautas normativas que rigen su actuación, debe ser evidente, manifiesto y burdo, para que la providencia que ha dictado pueda ser impugnada por vía de tutela. En caso de que ello no sea así, en virtud del respeto a la seguridad jurídica, la independencia judicial y la separación funcional entre la jurisdicción constitucional y las otras jurisdicciones, la providencia judicial es inimpugnable por vía de tutela, tal y como la Corte Constitucional lo estableció en la sentencia C-543 de 1992. 
 
Las anteriores consideraciones muestran que no es posible cuestionar, por vía de tutela, una decisión judicial, únicamente porque el actor considera que la valoración de los hechos o la interpretación de las disposiciones legales realizada por el funcionario judicial fueron discutibles, pues, es necesario que éstas  --interpretaciones y valoraciones--  sean equivocadas en forma evidente y grosera, para justificar la procedencia del amparo constitucional. Cualquier tesis distinta implicaría no sólo desconocer la autonomía funcional de los jueces para interpretar el derecho
, sino que, además, desconocería la separación funcional entre la justicia constitucional y la jurisdicción ordinaria.  

Del caso concreto. Corresponde a esta Colegiatura establecer si con la sentencia del 8 de febrero de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, dentro del proceso disciplinario número 63001102000200800171 01, se vulneraron los derechos a la igualdad, debido proceso y  de trabajo, del abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, al incurrir en vía de hecho por haberse desconocido el precedente judicial, que sobre el mismo punto de derecho tiene la Corporación accionada.

Así las cosas, deberán examinarse los elementos que permitan establecer sí se trata de los mismos supuestos de hecho, resueltos con diferentes fundamentos de derecho.

Tenemos entonces, en primer lugar, la providencia del 24 de marzo de 2009, con ponencia de quien funge en igual condición en esta oportunidad. Proceso 630011102000200700182 01, en el cual se describieron los supuestos fácticos así:

“Inició el presente diligenciamiento con fundamento en la queja formulada por RICARDO EMILIO ESCOBAR MARIN, en la que refiere que le otorgó poder al abogado Luis Albeiro Rodríguez Ramírez, con el fin de reclamar ante el municipio de Armenia la homologación en el cargo, nivelación salarial y pago del retroactivo. 

Que el Gobierno Nacional, previo informe del Conpes en el año 2006, consideró que dicha nivelación era un derecho adquirido y dispuso su reconocimiento situando los recursos necesarios para su pago. Afirma el proponente de la queja que el abogado cuestionado le hizo firmar contrato de prestación de servicios pactando honorarios desproporcionados, aseverando haber realizado una gestión compleja para la consecución de tales recursos a sabiendas que el reconocimiento de sus derechos reclamados, lo hizo el Gobierno Nacional sin intervención suya; sin embargo pretende aprovecharse de él, como lo hizo de un buen número de trabajadores que le dieron poder a quienes les cobró el 35% de las sumas reconocidas por el gobierno nacional, cobro desproporcionado por una gestión que se limitó a una petición ante la administración, la cual fue rechazada, incurriendo de esa manera en cobro excesivo de honorarios como lo establece el artículo 54 del estatuto de la abogacía, razón por la cual solicitó se le investigara”.  

Posteriormente la misma Sala, el 5 de mayo de 2009, con ponencia de la doctora Julia Emma Garzón de Gómez. Proceso 630011102000200600098 01, relacionó los fundamentos de hecho a resolver, de la siguiente manera:

“1.- La génesis de la presente investigación se contrae a la queja formulada por la señora Beatriz Moreno de Acevedo quien, mediante escrito de fecha 15 de junio de 2006, puso en conocimiento de la jurisdicción disciplinaria los siguientes hechos: 

-  Afirmó que celebró contrato de prestación de servicios con el abogado Luis Albeiro Rodríguez Ramírez, en el cual el profesional se comprometió a adelantar reclamación ante el Municipio de Armenia y/o el Departamento del Quindío, para obtener el reconocimiento de homologación del cargo desempeñado y la correspondiente nivelación salarial.

- Agregó que en el citado contrato el profesional se comprometió, inclusive, a adelantar las acciones administrativas en contra de los citados entes territoriales, ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Quindío. 

- Aseveró que, a la fecha de la queja, el Ministerio de Educación Nacional reconoció la necesidad de homologar los cargos y reconocer la nivelación, según Directiva No. 010 de fecha 30 de junio del año 2005, lo cual se hizo por decisión propia y con fundamento en un concepto emanado del Consejo de Estado. 

- Manifestó que, al percatarse de las escasas o nulas actuaciones, procedió a revocarle el poder, encontrando que el Departamento del Quindío le devolvió el documento contentivo de la revocatoria, afirmando que el abogado “(…) no ha presentado petición alguna en mi nombre para el logro del reconocimiento de la homologación y correspondiente nivelación salarial.” (fl. 1) 

- Informó que, cuando el profesional se enteró de su decisión de revocatoria del mandato, inició una serie de actos tendientes a presionar el pago de los honorarios pactados en el contrato, los cuales equivalen a un porcentaje del 35% de las sumas que le puedan corresponder y el 25% de lo que resulte ser la diferencia entre el valor del salario que devenga la quejosa en la administración y el que quede devengando después de la homologación, los cuales cobraría durante las siguientes trece (13) mesadas. 

Con fundamento en los mismos hechos, formularon queja los señores Martha Patiño López (fls 7 a 13); Martha Lucía Castañeda Loaiza (fls. 14 a 20); Carmenza Grajales de Escobar (fls. 21 a 27); Omaira Patiño Duque (fls. 28 a 34) y Henry Mauricio Barahona Méndez (fls. 35 a 41), las cuales se tramitaron conjuntamente en virtud del factor de conexidad.”  

Y, finalmente, en la providencia de marras, proferida el 8 de febrero de 2010, con ponencia del doctor José Ovidio Claros Polanco, los hechos se describieron así:

“La génesis de la presente investigación fue la queja formulada por el señor Henry Arguello Trujillo, ante el Consejo Seccional de la Judicatura del Quindio contra el abogado LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, por cuanto a pesar de haber sido contratado para efectuar las gestiones legales tendientes a obtener su nivelación salarial y homologación con los retroactivos correspondientes del salario, agotando la vía gubernativa y posteriormente presentando la demanda ordinaria, si a ello hubiere lugar; sin embargo se limitó a presentar dos derechos de petición sin realizar las gestiones encargadas. Además una vez el abogado inculpado se enteró que el señor Arguello obtuvo el pago, lo demandó ejecutivamente para obtener los honorarios pactados y el impuesto del IVA.”

Además de lo anterior, en la parte considerativa de esta providencia se resumieron las conclusiones del caso investigado, en relación con el material probatorio recaudado, así:

“encuentra esta Sala que el material probatorio arrimado a estas diligencias permite concluir: a.-) que entre el abogado inculpado y los quejosos existió una relación contractual, en virtud de la cual aquél, en representación de éstos, adelantaría las gestiones administrativas y judiciales del caso tendientes a: “Efectuar todas las gestiones legales necesarias ante el Municipio y/o Departamento en lo referente a la reclamación de la NIVELACION SALARIAL u HOMOLOGACION, con los retroactivos correspondientes del salario y demás derechos con referencia a la nivelación y agote de la vía gubernativa y posteriormente presente demanda ordinaria si hubiere lugar a ello ante la justicia correspondiente.”; b.-) que en los contratos de prestación de servicios las partes establecieron que al abogado le correspondería a título de honorarios un porcentaje equivalente al 35% de la suma recaudada en dicho proceso más el impuesto correspondiente;  c.-) que el abogado inculpado presentó derechos de petición en cada caso, ante la Secretaría de Educación Municipal de Armenia, los cuales en su mayoría fueron elevados con posterioridad al proferimiento de la Directiva Ministerial No. 10, del 30 de junio de 2005 (fls. 36 a 39 y  122 a 132  del tomo I); d.-) que el reconocimiento de las pretensiones de los funcionarios o ex funcionarios, se originó con ocasión, a que  el Ministerio de Educación solicitó concepto a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, y con fundamento en éste, se expidió la Directiva Ministerial No. 010 del 30 de junio de 2005, por medio de la cual se autorizó el proceso de homologación y nivelación salarial de los docentes y funcionarios adscritos a las secretarías de Educación; e) que con base en lo anterior se ordenó el pago del retroactivo a cada uno de los funcionarios, mediante resoluciones administrativas.”
Así las cosas, ipso iure observa la Sala que las tres providencias corresponden a investigaciones adelantadas contra el mismo abogado --Luis Albeiro Rodríguez Ramírez--, es decir, existe identidad de sujeto disciplinable.

Además, los supuestos fácticos que les sirvieron de fundamento a las respectivas quejas, son los mismos, los cuales, aunque provenientes de diferentes poderdantes, coinciden en sus elementos de tiempo, modo, lugar, pues concretamente el reproche recae sobre el hecho de haber cobrado como honorarios profesionales el 35%  --cuota litis--  más el 16% por concepto de IVA, para adelantar las gestiones administrativas ante el Municipio de Armenia o el Departamento del Quindío, y judiciales a que hubiere lugar, tendientes todas a lograr el reconocimiento de la nivelación salarial u homologación de sus poderdantes.

El reproche en sí obedece a que en ejercicio de ese mandato, el abogado simplemente presentó derechos de petición ante la Secretaría de Educación del Municipio Armenia, y el reconocimiento de los derechos de sus poderdantes derivó del hecho de que el Ministerio de Educación Nacional, solicitara a la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, un concepto sobre el particular, a partir del cual emitió la Directiva Ministerial No. 10 del 30 de junio de 2005, autorizando el proceso de homologación y nivelación salarial de los docentes y funcionarios adscritos a la Secretaria de Educación Municipal.

En consecuencia, consideraron los quejosos, que el cobro de honorarios devenía en desproporcional.

Superados estos dos aspectos, veamos entonces como fueron decididos tales procesos:

En el radicado bajo el número 630011102000200700182 01, se revocó la sentencia de primera instancia, para en su lugar absolver al abogado, hoy actor, de la falta contenida en el numeral 1 del artículo 54 del Decreto 196 de 1971.

“… La Sala le concede razón al recurrente, porque es evidente que el quejoso al otorgarle el poder, celebró de manera voluntaria con el apoderado el contrato de prestación de servicios profesionales en el que se pactaron como honorarios el 35% de lo recaudado, tratándose entonces de un acuerdo a cuota litis lo que supeditaba esos honorarios al resultado de la gestión, que a primera vista no se tornan excesivos ni desproporcionados. 

… Agréguese a lo anterior que lo considerado en la decisión recurrida acerca de esa ignorancia, inexperiencia o necesidad del quejoso al momento de la celebración del acuerdo con el profesional, no pasa de ser una simple presunción originada en la denominada escasa formación académica del querellante, porque no se adujo ningún medio de prueba que acreditara esas condiciones en medio de las cuales se celebró el contrato de prestación de servicios profesionales. 

… Es también notorio – y en esto se comparte el argumento del recurrente – que el quejoso ha demostrado que sabe asesorarse y así lo señala el escrito de queja y los documentos aportados, además de sus intervenciones escritas, conjuntamente con el hecho de haber conferido un poder anterior con las mismas finalidades, con los  cuales queda desvirtuada la presunción del aprovechamiento de su ignorancia o inexperiencia. 

Además, ese hecho quedó corroborado con la revocatoria del poder que el quejoso le hiciera a su anterior apoderado, que a decir de autos, les estaba cobrando el 50%, por ello, el 35% cobrado por el disciplinado no sólo no es desproporcionado, sino normal y como se acostumbra en estas lides. 

Ahora, en relación con la gestión realizada, debe anotarse que ella se circunscribió al objeto del contrato y existen versiones encontradas acerca de las actividades que el disciplinable desplegó ante el Ministerio de Educación Nacional y ante la propia Secretaria de Educación para la etapa del estudio técnico como requisito administrativo previo a la homologación y los reconocimientos reclamados, por lo que no es aceptable la consideración acerca de que la misma se muestra mínima, de donde se infiere la supuesta desproporción de los honorarios pactados.

Agréguese que no es rigurosamente cierta la consideración que se hace acerca de que el abogado inculpado intervino cuando era un hecho cierto el reconocimiento de los derechos reclamados, porque está demostrado que el poder fue otorgado el 23 de junio de 2004 y la Directiva Ministerial No. 10
, que viabilizó los reconocimientos, aparece fechada el 30 de junio de 2005, esto es, un año después de conferido el mandato. También debe decirse que en la citada Directiva Ministerial se hace referencia a las inquietudes formuladas sobre homologación y al concepto de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado que se produjo el 9 de diciembre de 2004, también con posterioridad al poder conferido. 

Estos elementos de prueba y consideraciones obligan a concluir que de una parte no puede descalificarse o subvalorarse la gestión del apoderado y de la otra, descartan una actitud engañosa o de aprovechamiento, como para derivar responsabilidad disciplinaria”

En el mismo sentido, en el proceso 630011102000200600098 01, revocó la sanción impuesta en primera instancia a quien hoy emerge como actor, para en su lugar absolverlo de la falta 54-1 del Decreto 196 de 1971, al considerar:

“A efectos de abordar esta labor se tendrá en cuenta el precedente establecido por la Corporación en el proceso que por idéntica situación fáctica se adelantó al mismo profesional del derecho aquí investigado y que fue fallado por la Sala, con ponencia de la doctora MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA,  en providencia de fecha 24 de marzo de 2009, aprobada en Acta No. 28 de la misma fecha, en la que se decidió absolver al letrado. (Subraya fuera de texto)
… De lo expuesto se concluye que, con sustento en el principio de la prevalencia de la autonomía de la voluntad en las relaciones negociales entre los particulares, una estipulación de honorarios profesionales pactada entre abogado y cliente en un contrato de prestación de servicios profesionales debe prevalecer inclusive sobre las tarifas sugeridas por los Colegios de abogados.  Por tanto, es dable concluir que cuando litigante y cliente se han puesto de acuerdo sobre este tema, al juez disciplinario le estaría vedado el entrar a cuestionar los estipendios así establecidos, pues de lo contrario se estaría inmiscuyendo en un asunto que escapa a la órbita de su competencia, como es el del juicio de legalidad sobre contratos civiles.  

… Tampoco puede desconocerse en el presente caso que la actividad profesional del abogado se circunscribió al objeto del contrato y que este desplegó precisamente las diligencias establecidas en la cláusula primera del mismo, tendientes a reclamar la nivelación salarial y la homologación de cargos con el correspondiente retroactivo. 

Adicionalmente, la circunstancia que en un principio de las  peticiones elevadas por el jurista ante el Municipio de Armenia, hubieran sido denegadas por el ente territorial, no puede ser tenido, como lo hizo el A Quo como un incumplimiento del mandato o una circunstancia para calificar como “desproporcionados” los honorarios, en tanto las obligaciones que asumió el profesional son de medio y no de resultado y al momento de iniciarse la actuación las partes tenían, como lo manifiesta el recurrente, una simple expectativa en torno al derecho, en relación con la cual el profesional, al analizar las normas estimó que el derecho de homologación y nivelación salarial podrían nacer a la vida jurídica con fundamento en el análisis de las normas que establecieron la descentralización de la educación y la participación de los municipios en el Sistema General de Participaciones. 

Si bien existen uno actos administrativos expedidos en forma unilateral por la Administración, en orden a reconocer los derechos particulares de los quejosos, ello per se no implica que el monto de los honorarios devenga desproporcionado, pues en torno a esas normas de carácter general el profesional deprecó el reconocimiento y pago de los emolumentos adeudados en relación con cada uno de sus poderdantes. 

Ahora bien, en orden a verificar el cumplimiento del segundo presupuesto normativo, encuentra la Sala que ninguna actividad probatoria realizó el A Quo, para determinar la situación particular de los quejosos, siendo necesario valorar, al respecto el material obrante en el plenario y las diferentes intervenciones de los mismos, tanto al momento de formular la queja como en las declaraciones rendidas ante la Corporación de instancia. 

De dicho análisis podemos afirmar que se trata de docentes con conocimientos específicos en el tema objeto de debate, que conocieron con antelación la posibilidad que el Estado reconociera la homologación de sus cargos y la nivelación salarial y fue así como contrataron varios profesionales del derecho, a efectos de que vía demanda administrativa, tutela o reclamación directa, procuraran hacer efectivos sus derechos, situación presentada desde la fecha de la descentralización hasta la concreción del derecho, con la circunstancia especial que los funcionarios estuvieron asesorados en todo momento por el Sindicato al cual pertenecen, quien a través de sus directivas evalúo la propuesta del profesional, realizó el acompañamiento en la gestión y mantuvo un hilo conductor entre el abogado y los clientes para efectos de la información relacionada con el trámite de la reclamación. 

Tal como lo afirmó el letrado en el escrito de impugnación,  de las diferentes actuaciones de los quejosos en el proceso, se desprende el claro conocimiento que los mismos tenían en torno al objeto del contrato de prestación de servicios y los mecanismos que el profesional utilizaría en aras de hacer efectivos sus derechos sustanciales. 

De lo expuesto se desprende que en efecto, la Sala de instancia no hizo un análisis acerca de la actuación desplegada por el togado, como la clase del asunto atendido, el tiempo que duró el mismo, la trayectoria profesional, las resultas del encargo, en contraste con la remuneración obtenida como contraprestación por su labor.  

Tampoco se detuvo en el análisis de las circunstancias que llevaran a concluir que la quejosa se hallaba en situación de necesidad, de ignorancia o de inexperiencia, y por el contrario del recaudo probatorio, encuentra esta Colegiatura que los honorarios cobrados efectivamente no pueden considerarse en sí mismos excesivos, si se tiene en cuenta, se reitera, que trabajó a cuota litis, forma contractual ésta en donde -como es sabido- el profesional sólo recibe remuneración en la medida en que su gestión resulte exitosa, como en efecto sucedió.

Deviniendo entonces que el supuesto fáctico investigado no encuadra en la descripción del tipo disciplinario por el que se sancionó al abogado Luis Albeiro Rodríguez Ramírez, por lo que se revocará la sentencia apelada a efectos de absolver al inculpado de la citada falta.”
Es más, en un caso análogo  --Radicado 730011102000200700815 01--, seguido contra otro profesional del derecho  --Gilberto Aníbal Gómez Gallego--, pero con fundamento en los mismos supuestos fácticos, se resolvió el asunto de manera idéntica, mediante providencia del 22 de junio de 2010, es decir, en época posterior a la de la sentencia reprochada en la presente acción de tutela, lo que denota la línea jurisprudencial trazada en estos asuntos por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura. 
En esta oportunidad se expusieron las siguientes consideraciones:
“si textualmente en los poderes que le suscribieron al disciplinado, las partes en forma expresa aparecen estipulando que lo encomendado era adelantar “todas las acciones necesarias tendientes a conciliar prejudicialmente”, o “todas gestiones administrativas y judiciales, ante el Departamento del Tolima y/o Municipio de Ibagué”, gestión por la cual el abogado recibiría un 30%, es decir, un porcentaje  --que es una de las formas de pactar honorarios--  no se ve de qué manera el disciplinado haya rebasado los límites establecidos por los reglamentos en cuanto a monto de honorarios. La conducta, pues, además de que no congrega el dolo, o lo que es lo mismo, la culpabilidad, no deviene típica porque, primero no se demostró el aprovechamiento de la necesidad o inexperiencia de los clientes, y segundo,  el abogado  hizo lo que le encomendaron  --gestionar administrativa  o prejudicialmente--  cobrando  lo convenido con sus poderdantes, lo cual, la verdad,  estuvo en consonancia con los reglamentos que regulan los honorarios de los abogados. 

No hay que perder de vista que en el evento del porcentaje, el apoderado cobra por su asesoría y representación, una participación porcentual en el valor de los bienes involucrados en la diligencia. Es normal, y muy frecuente, este tipo de acuerdo en procesos ejecutivos, sucesiones y, en general, en procesos en los que están involucrados activos tangibles e intangibles de fácil valoración.

En esa medida, es decir, no habiéndose demostrado a plenitud la culpabilidad y ni apareciendo claro en el despliegue comportamental el abuso, el engaño ni el compromiso doloso de la libertad de los clientes, no puede la colegiatura superior convalidar el juicio de responsabilidad disciplinaria enderezado por la primera instancia en contra del abogado GILBERTO ANÍBAL GÓMEZ GALLEGO. La Colegiatura considera que cualquier inferencia lógica o razonable que se haga, cualquier conclusión que se extrapole en contra del intervenido disciplinariamente, debe tener como base un elemento probatorio y no, por consiguiente, puede ser el fruto de elaboraciones subjetivas, tanto más si se trata la sanción disciplinaria de una de las formas más sensibles como el Estado interviene en relación con los particulares.

Quizá si la Colegiatura se diese a la tarea de ir al pensamiento antropológico de KENNETH GERGEN, THOMAS KHUN y MARY HAWKSWORTH  --lo cual no resulta insólito dentro de la racionalidad jurídico sancionatoria si se considera que detrás de toda norma jurídica hay una base social y antropológica--  bien podría pensarse que en éste conflicto no se ha tratado de otra cosa que del problema de la lectura de unos hechos y sus representaciones. 

Unos mismos hechos evidentemente han sido leídos, interpretados o representados de manera diferente por los tres principales actores del conflicto: el Juez, los afectados y el inculpado. Sucede sin embargo que lo manipulable son las interpretaciones de los hechos y no los hechos en sí mismos. Los hechos son reales, incluso hasta podría decirse que una vez producidos son inmutables. De ahí que los textos  --y en esto nos referimos expresamente a la descripción que cada uno de los actores reproducen en las actas y en los registros--  no siempre reflejen el modo como son las cosas, sino el modo como quieren representárselas, merced desde luego, a particulares intereses y motivaciones”. 

“Punto de referencia especial, ha sido el precedente N° 200700182
, que se adelantó contra el abogado Luis Albeiro Rodríguez Ramírez, en un caso similar. También un considerable número de personas le confirieron poder para que lograra su homologación en el cargo, nivelación salarial y pago retroactivo ante el Municipio de Armenia. El quejoso alegaba algo análogo a lo que en el caso del abogado Gilberto Aníbal Gómez Gallego, han alegado sus denunciantes: que habiendo ya el Gobierno Nacional dispuesto esos pagos los había sin intervención suya, sin embargo cobró el 35% de honorarios incluido el IVA;  que por eso se aprovechó de sus clientes. No obstante, como en el caso discutido en esta oportunidad, básicamente lo que perseguían los quejosos era eludir el pago a que se habían comprometido.” (Negrilla fuera de texto)
De manera contraria fue resuelto el proceso 630011102000200800171 01, y es precisamente tal determinación la que motivó la presente acción de tutela. En efecto, en este caso se optó por confirmar la declaratoria de responsabilidad del abogado por la falta del artículo 54 numeral 1° del Decreto 196 de 1971 y su consecuencial sanción de suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de un (1) año, al considerar lo siguiente:

“Ahora bien, si se analiza la gestión realizada por el profesional del derecho, la misma habría podido realizarse directamente por cada uno de los funcionarios poderdantes, en el entendido que fue el Ministerio de Educación Nacional, el que  motu proprio, expidió  la directriz con destino a las entidades territoriales, en la cual indica la procedencia de la homologación y reconocimiento de retroactivos, entre otros, y esto gracias al agotamiento de trámites ante los diferentes entes nacionales, llevado a cabo por  los abogados del Sindicato, desde muchos años atrás.

Lo anterior se desprende al analizar el testimonio recepcionado al doctor ALBERTO BAQUERO PRADA, quien es enfático al afirmar que en asocio con el abogado AUGUSTO GUTÍERREZ ARIAS y actuando en condición de apoderados del Sindicato de Trabajadores de la Educación,  tramitaron ante el Ministerio de Hacienda,  la Oficina Jurídica de la Presidencia de la República, el Ministerio de Educación y diferentes entes territoriales, el reconocimiento  de la homologación de cargos, la nivelación en los mismos, y el pago del retroactivo de los empleados  administrativos de las Secretarías  de Educación Municipales y Departamentales del país; que como resultado de la gestión por ellos realizada, lograron que el Ministerio de Educación hiciera la consulta que fue resuelta en el mes de diciembre de 2004, con resultados positivos, lo que finalmente desembocó en la expedición de la Directiva 10 del 30 de junio de 2005, a que se ha hecho mención (fls. 31 a 34 del tomo II). 

De modo que, la remuneración que obtiene o exige el abogado RODRÍGUEZ RAMÍREZ, por su trabajo resulta desproporcionada,  más cuando se ha podido establecer que su gestión  no fue la que dio el resultado favorable a los quejosos, sino que la misma se dio como ya se dijo, por los requerimientos que con antelación, venían haciendo otros profesionales del derecho,  y finalmente fue la voluntad de la entidad estatal la que conllevó al reconocimiento de lo pretendido por los funcionarios.

De otra parte, se evidencia que de este acontecer, era conocedor el abogado inculpado, y se aprovechó de ese conocimiento en los avances y logros obtenidos frente al tema, para pactar con sus usuarios unos honorarios desproporcionados, conociendo que el trabajo que estaba pendiente de realizar, era mínimo. 

Así las cosas, encuentra la Sala que le asiste razón a la Sala de instancia, cuando consideró incurso al acusado en la falta de honradez profesional relativa al cobro excesivo de honorarios y lo sancionó con un (1) año de suspensión  en el ejercicio profesional por dicho comportamiento antiético, pues la libertad contractual no puede pasar por alto la equidad ni el servicio social inherente al ejercicio de la profesión de abogado.


En cuanto a la sanción se confirmará, atendida  la modalidad de la conducta que le fue imputada al disciplinado, y no poderse pasar por alto la gravedad de la misma y las consecuencias  que origina, pues, ciertamente no sólo afecta con su comportamiento el patrimonio de los quejosos sino que además afectó la imagen de quienes honesta y dignamente ejercen la profesión de abogado.”
De lo expuesto, se infiere que en dos oportunidades previas la Sala se pronunció de manera idéntica frente a casos idénticos, pero en la tercera oportunidad, sin justificación alguna y omitiendo recoger el precedente como la jurisprudencia ha enseñado, se resolvió en sentido contrario, es más, llama la atención que el Magistrado ponente de la providencia atacada por esta vía de tutela, aprobó una de las sentencias que habían fallado el asunto de manera contraria, en tanto que en la otra se encontraba ausente por excusa.

Precisamente, sobre la posibilidad de amparar por vía de tutela el desconocimiento del precedente judicial, la Corte Constitucional expuso:

“Procedencia especial de la acción de tutela contra providencias judiciales por desconocimiento del precedente horizontal. Reiteración de jurisprudencia.

Sobre las relaciones entre la autonomía interpretativa de los jueces y la aplicación de los precedentes judiciales esta Corporación ha sostenido que de acuerdo con la Constitución es claro que  el  juez sólo está sometido al imperio de la ley (Art. 230 C.P.) y que los operadores jurídicos  no están obligados a fallar necesariamente en la misma forma a como lo han hecho en casos anteriores
. No obstante, cuando se está en presencia de fallos contradictorios emanados de una misma autoridad judicial frente a hechos semejantes, sin el suficiente discernimiento que permita a las partes y a la comunidad entender la razón de esa diferenciación, se presenta una contradicción entre el principio de autonomía judicial (Art. 230 C.P.), y el principio de igualdad (Art. 13 C.P.) que exige una armonización de sus contenidos constitucionales
. 

Es por ello que el desconocimiento del precedente es una causal especial de procedencia de la tutela contra providencias judiciales, en atención a que se debe buscar cierto grado de confianza en las decisiones de los jueces a la luz de los principios de seguridad jurídica, igualdad, buena fe y la confianza legítima. Ahora bien, haciendo énfasis en la causal de procedibilidad referente al desconocimiento del precedente judicial, y dada la temática del asunto objeto de revisión, según la cual se reclama como el Tribunal Administrativo del Huila, con apenas 13 días de diferencia,  falló de manera contraria dos casos con idéntico fundamento fáctico, la Corte se detendrá en el estudio del precedente horizontal, que dice relación con el deber de las autoridades judiciales de ser consistentes con las decisiones que ellas adoptan, de manera que casos con supuestos fácticos similares sean resueltos bajo las mismas formulas de juicio, a menos que se expongan razones suficientes para decidir en sentido contrario
.

En la Sentencia T-441 de 2003, la Corte indicó que el desconocimiento del propio precedente constituye un vicio que torna en inconstitucional la decisión judicial, pues desconoce el principio de igualdad. Por otra parte, la Constitución garantiza autonomía a los jueces ordinarios, lo que implica que gozan de un razonable margen de apreciación, cuya intensidad es mayor frente a los asuntos fácticos y decrece frente al propio precedente y termina en la sujeción al precedente de los órganos de cierre
 y al que, en materia constitucional, fije la Corte Constitucional.

En sentencia T-688 de 2003 la Corte analizó la situación que aquí se expone, es decir: está sujeta una sala de decisión al precedente fijado en otra sala de decisión. En dicha oportunidad la Corte arribó a la conclusión de que el precedente horizontal vincula a todas las salas de decisión de los tribunales con el fin de atender el principio constitucional de igualdad de trato. 

(…)
Sobre el precedente y su relación con lo principios de buena fe y confianza legítima (iii) la jurisprudencia considera: 

“Las exigencias éticas derivadas del principio de la mutua confianza, imponen que todas las autoridades públicas y, especialmente, las judiciales actúen con consistencia y uniformidad, de modo tal, que siempre deben estar en disposición de adoptar la misma decisión cuando concurran los mismos presupuestos de hecho y derecho, sin que les sea permitido defraudar la confianza de los ciudadanos con la adopción de decisiones sorpresivas que no se ajusten a las que sean previsibles conforme a los precedentes judiciales sólidamente establecidos”
. (Subrayado fuera de texto)

En cuanto a la disciplina judicial (iv), la Corte ha explicado que :

“el deber de atender los precedentes, resulta consustancial al ejercicio armónico de la función judicial, no sólo en atención a las decisiones propias y de los superiores, sino en armonía con los alcances mismos de la Constitución”
.   
Sin embargo, el respeto al precedente horizontal no es absoluto en el sistema jurídico colombiano, en cuanto este debe encontrarse en consonancia no solo con la aplicación del principio de autonomía judicial sino también con la necesaria evolución de los conceptos jurídicos que recogen aquella de la sociedad. Así las cosas, a los jueces unipersonales y colegiados se les permite apartarse del precedente horizontal, cuando encuentren justificación razonable para demostrar que la decisión tomada por ellos mismos o por sus pares no se sustenta en los mismos supuestos de hecho, o porque existen razones jurídicas serias que hacen necesario el desconocimiento del precedente. 

Específicamente, en el caso de los Tribunales esta Corporación ha considerado que les son aplicables las reglas sobre precedente y doctrina probable
, en la medida en que para lograr la igualdad de trato y la aplicación correcta del derecho, la unificación de la jurisprudencia es indispensable también a ese nivel. En esos términos, el precedente horizontal en el caso específico de los Tribunales, y sus salas de decisión, la Corte ha establecido su carácter vinculante por dos razones fundamentales, (i) una de carácter instrumental y (ii) otra sustancial, a saber
:

 “(i) Por que la estructura judicial del país y el reglamento de funcionamiento de los tribunales promueve “un sistema de encadenamiento entre las distintas salas de decisión, que permiten que, en términos globales, todas las decisiones sean conocidas por los integrantes de la Corporación. El modelo parte de la idea de que una posición asumida por una sala X, será defendida por sus integrantes en las salas en que ellos participan, generándose un efecto multiplicador, pues los otros integrantes de las salas de decisión defenderán la misma posición en sus respectivas salas. Este es un mecanismo institucional para asegurar la uniformidad de la jurisprudencia de cada tribunal del país”

(ii) “Por que los Tribunales son la cúspide judicial dentro de sus respectivos distritos judiciales. Por lo mismo, dentro de dicho ámbito territorial, cumplen la función de unificación jurisprudencial. Es decir, la realización del principio de igualdad. Teniendo en cuenta lo anterior, no se explica que dicha función (unificación) y el respeto al derecho a la igualdad pueda ser abandonada por el Tribunal. Es a éste, sin considerar que tenga diversas salas de decisión, a quien le corresponde definir las reglas jurídicas aplicables dentro de su jurisdicción”.
 
Un aspecto de particular relevancia para el asunto bajo examen es el relacionado con  la posibilidad que existe de disentir de las posiciones definidas en forma mayoritaria al seno de las diferentes salas de decisión, caso en el cual el magistrado tiene la posibilidad de salvar voto en ejercicio legítimo de su autonomía e independencia en la interpretación judicial, pero en todo caso, será la posición mayoritaria la que defina el precedente, el cual debe ser respetado hasta tanto existan elementos de juicio suficientes para modificarlo.”

El mismo Tribunal Constitucional, a través de sentencia de unificación 047 de 1999, previó los pasos para que una misma Corporación pueda cambiar un precedente, sin menoscabar la seguridad jurídica y desató la vinculatoriedad de la ratio decidendi, así:

“El respeto a los precedentes cumple funciones esenciales en los ordenamientos jurídicos, incluso en los sistemas de derecho legislado como el colombiano. Por ello, tal y como esta Corte lo ha señalado, todo tribunal, y en especial el juez constitucional, debe ser consistente con sus decisiones previas
, al menos por cuatro razones de gran importancia constitucional.  En primer término, por elementales consideraciones de seguridad jurídica y de coherencia del sistema jurídico, pues las normas, si se quiere que gobiernen la conducta de los seres humanos, deben tener un significado estable, por lo cual las decisiones de los jueces deben ser razonablemente previsibles. En segundo término, y directamente ligado a lo anterior, esta seguridad jurídica es básica para proteger la libertad ciudadana y permitir el desarrollo económico, ya que una caprichosa variación de los criterios de interpretación pone en riesgo la libertad individual, así como la estabilidad de los contratos y de las transacciones económicas, pues las personas quedan sometidas a los cambiantes criterios de los jueces, con lo cual difícilmente pueden programar autónomamente sus actividades.  En tercer término, en virtud del principio de igualdad, puesto que no es justo que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo juez. Y, finalmente, como un mecanismo de control de la propia actividad judicial, pues el respeto al precedente impone a los jueces una mínima racionalidad y universalidad, ya que los obliga a decidir el problema que les es planteado de una manera que estarían dispuestos a aceptar en otro caso diferente pero que presente caracteres análogos. Por todo lo anterior, es natural que en un Estado de derecho, los ciudadanos esperen de sus jueces que sigan interpretando las normas de la misma manera, por lo cual resulta válido exigirle un respeto por sus decisiones previas. (Negrilla fuera de texto)
44- El respeto al precedente es entonces esencial en un Estado de derecho; sin embargo, también es claro que este principio no debe ser sacralizado, puesto que no sólo puede petrificar el ordenamiento jurídico sino que, además, podría provocar inaceptables injusticias en la decisión de un caso. Así, las eventuales equivocaciones del pasado no tienen por qué ser la justificación de inaceptables equivocaciones en el presente y en el futuro. O, en otros eventos, una doctrina jurídica o una interpretación de ciertas normas puede haber sido útil y adecuada para resolver ciertos conflictos en un determinado momento pero su aplicación puede provocar consecuencias inesperadas e inaceptables en casos similares, pero en otro contexto histórico, por lo cual en tal evento resulta irrazonable adherir a la vieja hermenéutica. Es entonces necesario aceptar que todo sistema jurídico se estructura en torno a una tensión permanente entre la búsqueda de la seguridad jurídica -que implica unos jueces respetuosos de los precedentes- y la realización de la justicia material del caso concreto -que implica que los jueces tengan capacidad de actualizar las normas a las situaciones nuevas-. 

Conforme a lo anterior, en general la doctrina y la práctica de los tribunales admiten que, dentro de ciertos límites, un juez puede distanciarse de sus propios precedentes. Esto es muy claro en los sistemas de derecho legislado, en donde la fuente esencial del derecho es la ley, y no la jurisprudencia, por lo cual un funcionario judicial, en ejercicio de su autonomía interpretativa, puede modificar, aunque obviamente no de manera caprichosa, su entendimiento de las disposiciones legales y apartarse de sus decisiones previas. Pero incluso en los sistemas del Common Law, en donde el derecho derivado de los precedentes judiciales o “case Law” es fuente básica del ordenamiento jurídico, el principio del “stare decisis” o estarse a lo resuelto en casos anteriores, no es absoluto, puesto que las más altas corporaciones admiten que pueden apartarse de un precedente, con el fin de precisar, corregir o modificar una línea jurisprudencial
…
45- Una primera conclusión se impone: si bien las altas corporaciones judiciales, y en especial la Corte Constitucional, deben en principio ser consistentes con sus decisiones pasadas, lo cierto es que, bajo especiales circunstancias, es posible que se aparten de ellas.  Como es natural, por razones elementales de igualdad y seguridad jurídica, el sistema de fuentes y la distinta jerarquía de los tribunales implican que estos ajustes y variaciones de una doctrina vinculante sólo pueden ser llevados a cabo por la propia corporación judicial que la formuló. Por tal razón, y debido al especial papel de la Corte Constitucional, como intérprete auténtico de la Carta y guardiana de su integridad y supremacía, corresponde a esa Corporación, y sólo a ella, modificar las doctrinas constitucionales vinculantes que haya desarrollado en sus distintos fallos. (Negrilla fuera de texto)
46- De otro lado, y debido a las funciones esenciales que juega en un Estado de derecho el respeto al precedente, la variación de una jurisprudencia o una doctrina constitucional no es un asunto de poca monta sino que debe ser cuidadosamente evaluado por los jueces. Por ello, en anterior oportunidad, esta Corporación había explicado qué requisitos debía cumplir un cambio de jurisprudencia para que fuera legítimo. Dijo entonces la Corte: 

“En ese orden de ideas, un tribunal puede apartarse de un precedente cuando considere necesario hacerlo, pero en tal evento tiene la carga de argumentación, esto es, tiene que aportar las razones que justifican el apartamiento de las decisiones anteriores y la estructuración de una nueva respuesta al problema planteado. Además, para justificar un cambio jurisprudencial no basta que el tribunal considere que la interpretación actual es un poco mejor que la anterior, puesto que el precedente, por el solo hecho de serlo, goza ya de un plus, pues ha orientado el sistema jurídico de determinada manera. Por ello, para que un cambio jurisprudencial no sea arbitrario es necesario que el tribunal aporte razones que sean de un peso y una fuerza tales que, en el caso concreto, primen no sólo sobre los criterios que sirvieron de base a la decisión en el pasado sino, además, sobre las consideraciones de seguridad jurídica e igualdad que fundamentan el principio esencial del respeto del precedente en un Estado de derecho (subrayas no originales).
”
En la sentencia de Constitucionalidad 335 de 2008, se consideró sobre el particular:

“De igual manera, cabe señalar que la Corte ha considerado, de manera constante, que la acción de tutela procede cuando los jueces en sus providencias se apartan arbitrariamente de los precedentes sentados por las Altas Cortes (precedente vertical) o sus propias decisiones (precedente horizontal). Así, en sentencia T- 698 de 2004, decisión que ha sido reiterada de manera constante, consideró lo siguiente:

 

“En el caso del precedente horizontal, es decir aquel determinado por un mismo cuerpo colegiado o por una misma autoridad judicial de igual jerarquía, se concluye que tanto los jueces, como los magistrados pueden apartarse sabiamente del precedente de otra sala o de un pronunciamiento establecido por si mismos, siempre y cuando se expongan argumentos razonables para ello. De allí que se requiera que el juez en su sentencia, justifique de manera suficiente y razonable el cambio de criterio respecto de la línea jurisprudencial que su mismo despacho había seguido en casos sustancialmente idénticos, quedando resguardadas con ese proceder tanto las exigencias de la igualdad y como las garantías de  independencia judicial exigidas.
(…)
En conclusión,  y de manera general, para efectos de separarse del precedente horizontal o vertical, son necesarios entonces, dos elementos básicos: i) referirse al precedente anterior y ii) ofrecer un argumento suficiente para el abandono o cambio si en un caso se pretende fallar en un sentido contrario al anterior en situaciones fácticas similares, a fin de conjurar la arbitrariedad y asegurar el respeto al principio de igualdad” (Subrayas y negrillas no originales)”

 
Con este panorama, de la sentencia del 8 de junio de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, así como de la sentencia del 8 de julio de 2009, proferida por su homóloga del Consejo Seccional de la Judicatura del Quindío, lo que se advierte es un desconocimiento del precedente judicial sobre el caso del abogado LUIS LUIS ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ, que contrasta con los principios de igualdad y seguridad jurídica.

Lo anterior, por cuanto, si bien la Sala accionada para la época en la cual decidió el proceso 630011102000200800171 01, podía haber variado su postura, así se debió haber dejado expuesto en la providencia del 8 de febrero de 2010, haciendo relación a cuál era el precedente de la Corporación en casos idénticos, y exponiendo de manera razonada los argumentos por las cuales se recogía, y no simplemente fallar en contrario, omitiendo los requisitos que el Máximo Tribunal Constitucional previó para que los Jueces en ejercicio de su autonomía funcional, puedan apartarse del precedente, vertical u horizontal, según sea el caso, los cuales se encuentran señalados en las citas jurisprudenciales reproducidas en acápites anteriores.
En consecuencia, como las accionadas no cumplieron con la carga de argumentar la variación del precedente judicial, la providencia del 8 de febrero de 2010, contiene vía de hecho por desconocimiento del precedente judicial de la misma Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura.

En tal virtud, debe ampararse el derecho a la igualdad invocado por el actor, conforme lo hizo la Sala quo, al dejar sin efectos la sentencia del 8 de febrero de 2010, proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, mediante la cual declaró disciplinariamente responsable al doctor ALBEIRO RODRÍGUEZ RAMÍREZ y le impuso sanción de suspensión en el ejercicio de la profesión por el término de un año, y ordenarle proferir nuevo fallo teniendo en cuenta lo considerado en la presente acción de tutela
.
En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE
PRIMERO. CONFIRMAR el fallo impugnado conforme lo motivado en esta providencia.

SEGUNDO. Previa notificación de este fallo conforme enseña la ley, por Secretaría Judicial remítase el expediente dentro de los 10 días siguientes a la notificación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
MARIA MERCEDES LÓPEZ MORA        PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO
                  Magistrada                                                      Magistrado

NICOLÁS ENRIQUE ZULETA HINCAPIE         ORLANDO ENRIQUE PUENTES 

                             Conjuez                                                     Conjuez

      LUÍS GONZALO LOZANO PACHECO       EDILBERTO CARRERO LÓPEZ
                                 Conjuez                                              Conjuez

JESÚS ANTONIO GUARNIZO PALACIO

Conjuez

YIRA LUCIA OLARTE AVILA

Secretaria Judicial
�   Folios 29 – 38, cuaderno de segunda instancia. 


�   Decisión visible a folios 31 y siguientes del Cuaderno Original, con ponencia del Conjuez Jaime Alberto Madrigal Calle, en Sala con el Conjuez Edison Villamil Londoño.


�    Sentencia T-231/94. MP. Eduardo Cifuentes Muñoz.


�    Sentencia No. T-1009 de 2000. M.P. Carlos Gaviria Díaz, Consideración 2.2. En el mismo sentido ver, entre otras, las sentencias C-543/92, T-173/93, T-231/94, T-572/94, SU-429/98, T-204/98, T-001/99, SU-047/99 y T-121/99.


�     Sentencia T-318 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


�     Sentencia SU-1185 de 2001, M.P. Rodrigo Escobar Gil.


�     Sentencia T-318 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


�     Sentencia T-442 de 1994.


�     Sentencia T-318 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


�     Sentencia T-318 de 2004, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


�    Respecto de los defectos enumerados en los numerales (5) al (8), ver la sentencia T-949 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett.


�    Sentencia T-441, T-462 y T-589 de 2003.


�    Sentencia T-462 de 2003.


�     Sentencia T-933 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, entre otras.


�     M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�     M.P. Clara Inés Vargas Hernández.


�     Sentencia T-001/99 MP. José Gregorio Hernández Galindo. 


�     Sentencia SU-622/01 MP. Jaime Araújo Rentería.


�     Sentencia T-116/03 MP. Clara Inés Vargas Hernández.  


�    Sentencias C-543/92, T-329/96, T-567/98, T-511/01, SU-622/01, T-108/03.


�    Sentencia T-440 de 2003 MP. Manuel José Cepeda. La Corte concedió la tutela a una entidad bancaria y algunos usuarios de la misma, por considerar que en el trámite de una acción de grupo la autoridad judicial había desconocido los derechos a la intimidad y al debido proceso, al ordenar la remisión de varios documentos que implicaban la revelación de datos privados confiados a una corporación bancaria. Sobre la procedencia de la tutela la Corte señaló: “(...) En segundo lugar, la Corte también desestima la consideración según la cual existió una omisión procesal por parte de los usuarios del Banco Caja Social. Dichas personas no integraban el pasivo del proceso de acción de grupo (...). Por lo tanto, difícilmente podían los ahora tutelantes controvertir providencias judiciales que no les habían sido notificadas, y que, por demás, habían sido proferidas en el transcurso de un proceso judicial de cuya existencia no estaban enterados.”  En sentido similar pueden consultarse las Sentencias T-329 de 1996 MP. José Gregorio Hernández Galindo y T-567 de 1998 MP. Eduardo Cifuentes Muñoz.


�    Constitución Política artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial.


�   Folio 164 cuaderno original tomo dos


� Doctora María Mercedes López Mora, marzo 24 de 2009, acta N° 28.


�  Sentencia C-836 de 2001.


�  Sentencia T-698 de 2004. 


�  Sentencia T-468 de 2003. 


�  Sentencia C-836 de 2001.


�  Sentencia T-468 de 2003. 


�  Sentencia C-252 de 2001. Ver también la sentencia T-292 de 2006.


�  Doctrina probable, analizada en las sentencias C-836 de 2001 y SU-120 de 2003.


�  Sentencia T-571 de 2007.


� Sentencia T-599 de 2009. M.P Dr. Juan Pablo Henao Pérez. 28 de agosto de 2009.


� Ver, por ejemplo, entres otras, las sentencias T-13 de 1995 y  C-400 de 1998.


� Para esta práctica en derecho inglés, ver Denis Keenan. English Law. (9 Ed) Londres: Pitman, 1989, pp 130 y ss.


� Sentencia C-400 de 1998. MP Alejandro Martínez Caballero. Fundamento jurídico No 57.


� Sentencia C-335 DE 2008, M.P Humberto Antonio Sierra Porto, 16 de abril de 2008.


� También se ordenó a la Unidad de Registro Nacional de Abogados y Auxiliares de la Justicia, que dejara sin efectos la sanción del abogado Luis Albeiro Rodríguez Ramírez que realizara mediante Oficio No. 199 del 28 de julio de 2010, ordenar a la Secretaria de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura para que cancelar el antecedente disciplinario de dicho abogado y a su homóloga en el Consejo Seccional del Quindío para que comunicara lo dispuesto a las autoridades ante quienes se hizo el reporte de la sanción.








